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En la ciudad de La Paz, Baja California Sur, a trece de marzo del 

dos mil veinticuatro, y VISTOS los autos para resolver en definitiva el 

Juicio de Nulidad contenido en el expediente registrado bajo el número 

050/2023-LPCA-II, instaurado por *****************************************, 

por conducto de apoderado legal, en contra de la DIRECCIÓN DE 

TRANSPORTE Y MOVILIDAD DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 

SUR; el suscrito Magistrado de esta Segunda Sala del Tribunal  de 

Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur, ante el 

Secretario de Estudio y Cuenta, quien da fe, y de conformidad a lo que 

establecen los artículos 56 y 57, de la Ley de Procedimiento Contencioso 

Administrativo para el Estado de Baja California Sur, procede a emitir 

sentencia definitiva en los siguientes términos: 

 

R E S U L T A N D O S: 
 

I. - Mediante escrito recibido en la Oficialía de Partes de este 

Tribunal de Justicia Administrativa en el Estado, el doce de abril de dos 

mil veintitrés, el representante legal de la moral 

*****************************************, presentó demanda de nulidad en 

contra de la resolución NEGATIVA FICTA recaída a la solicitud de fecha 

cinco de octubre de dos mil veintidós dirigida a la DIRECCIÓN DE LA 

UNIDAD DE TRANSPORTE Y MOVILIDAD DEL ESTADO DE BAJA 

CALIFORNIA SUR, señalando a dicha autoridad como demandada; y 

solicitó la suspensión de la ejecución del acto impugnado (visible en foja 

002 a 061 de autos). 

 

II.- Mediante proveído dictado el veinticuatro de abril de dos mil 

veintitrés, por razón de turno, le correspondió el conocimiento del asunto 



2 
 

a esta Segunda Sala, registrándose en el libro de gobierno bajo el 

número de expediente 050/2023-LPCA-II, se admitió a trámite la 

demanda de nulidad, asimismo, se tuvieron por ofrecidas, admitidas y 

desahogadas las pruebas documentales descritas en los numerales 1, 2, 

3 y 4, del capítulo V de pruebas, así como las pruebas citadas en los 

numerales 6 y 7, consistentes en la instrumental de actuaciones y la 

presuncional legal y humana; en cuanto a la prueba expediente 

administrativo, descrita en el numeral 5 del mismo capítulo, se requirió 

a la autoridad a fin de que remitiera copia certificada de la totalidad del 

expediente administrativo; se corrió traslado a la autoridad demandada; 

y por último, se ordenó abrir por separado el incidente de suspensión y 

se negó la concesión de la medida suspensional solicitada (visible de foja 

062 a 064 de autos del expediente principal). 

 

III.- Con fecha once de mayo de dos mil veintitrés, se resolvió 

el incidente de suspensión negándose de manera definitiva la 

suspensión de la ejecución de la resolución impugnada (visible en autos 

del cuaderno incidental). 

 

IV.- Mediante acuerdo de fecha doce de junio de dos mil 

veintitrés, se tuvo al DIRECTOR DE LA UNIDAD DE TRANSPORTE Y 

MOVILIDAD DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 

SUR, contestando la demanda instaurada en su contra, por lo que se 

ordenó correr traslado a la demandante; por otra parte, se le tuvo a la 

autoridad demandada por objetando las pruebas ofrecidas en el capítulo 

de pruebas de la demanda inicial; asimismo, se le tuvo por ofrecidas, 

admitidas y desahogadas las documentales descritas en los incisos a), 

b) y c) del capítulo VI de pruebas del oficio de contestación, de igual 

forma las pruebas señaladas en los incisos d) y e), del mismo capítulo, 

consistentes en instrumental de actuaciones y presuncional en su doble 
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aspecto, legal y humana; por último, se tuvo por presentado el expediente 

administrativo, por lo que, se admitió la prueba descrita en el numeral 5, 

del capítulo de pruebas del escrito inicial de demanda; otorgando a la 

demandante termino para ampliar su demanda (visible en fojas 122 y 123 

de autos).  

 

V. Con auto de fecha cuatro de julio de dos mil veintitrés, se 

admitió la ampliación de demanda presentada por el administrador único 

de la parte actora, por lo que se ordenó correr traslado a la autoridad 

demandada (visible a foja 135 de autos). 

 

VI. Por acuerdo de fecha tres de agosto de dos mil veintitrés, 

se tuvo al DIRECTOR DE LA UNIDAD DE TRANSPORTE Y 

MOVILIDAD DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 

SUR, produciendo contestación a la ampliación de demanda, 

ordenándose correr traslado a la parte actora; de igual forma, se le tuvo 

a dicha autoridad por ofrecida, admitida y desahogada las pruebas 

documentales descritas en los incisos b) y c), del escrito en comento 

(visible a foja 143 de autos). 

 

VII. Con auto de fecha ocho de noviembre del año dos mil 

veintitrés, se requirió al DIRECTOR DE LA UNIDAD DE TRANSPORTE 

Y MOVILIDAD DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 

SUR, para que rindiera informe relativo a los requisitos requeridos para 

el otorgamiento de permiso o autorización para prestar el servicio público 

de autotransporte federal de turismo en su modalidad de transportación 

turística de lujo o sus equivalentes (visible a foja 145 de autos). 
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VIII.- Mediante auto de fecha veintidós de noviembre de dos mil 

veintitrés, se le tuvo a dicha autoridad por cumpliendo con el 

requerimiento de fecha ocho de noviembre del año próximo pasado, 

por lo cual se le tiene por desahogada la probanza consistente en el 

informe de autoridad (visible a foja 149 de autos).  

 

IX.- Con acuerdo de fecha dieciséis de febrero de dos mil 

veinticuatro, y en virtud que no existían pruebas o cuestiones 

pendientes que desahogar, se otorgó a las partes el plazo de cinco días 

hábiles comunes para que formularan alegatos por escrito (visible a foja 

150 de autos). 

 

X. Por proveído de fecha veintiocho de febrero de dos mil 

veinticuatro, se tuvo al Gerente administrador de la parte demandante 

formulando alegatos de su intención, para los efectos legales a los que 

haya lugar (visible a foja 161 de autos). 

 

C O N S I D E R A N D O S: 
 

PRIMERO: Competencia.  
 

Esta Segunda Sala del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Baja California Sur, con fundamento en el artículo 116, fracción 

V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los 

artículos 64 fracciones XLIV y XLV, y 157 fracciones IV y V de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California Sur, 

con apego a lo establecido en los artículos 1, 2, 4, 7, 15 fracción XI y 35 

de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Baja California Sur, artículos 9 y 19 fracciones X y XX del Reglamento 

Interior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Baja 

California Sur, es competente para conocer y resolver en definitiva el 
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presente juicio de conformidad a los artículos 1, 56 y 57, de la Ley de 

Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de Baja 

California Sur.  

 

SEGUNDO: Existencia de la resolución impugnada.  
 

La constituye la resolución negativa ficta, derivada de la falta de 

respuesta a la solicitud realizada en fecha cinco de octubre del año dos 

mil veintidós (visible de foja 021 a 023), referente al otorgamiento el 

permiso de autotransporte federal de turismo en su modalidad de 

transportación turística de lujo o sus equivalentes, la cual quedó 

debidamente acreditada en autos, de conformidad a los artículos 47 y 53 

de la Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado 

de Baja California Sur, y de aplicación supletoria con los artículos 275, 

278, 282, 286 fracciones III, IX y X del Código de Procedimientos Civiles 

para el Estado de Baja California Sur, toda vez que, la demandada  afirmó 

no haber notificado su determinación.  

 

TERCERO: Causales de improcedencia y sobreseimiento.  
 

Éstas se analizan a petición de parte o de oficio, por ser cuestiones 

de orden público y de estudio preferente, en ese sentido, la autoridad 

demandada sostuvo que debe sobreseerse el presente juicio ya que se 

actualiza la causal prevista en el artículo 15, fracción II, en relación 

hipótesis de improcedencia contenida en el artículo 14, fracción VII, VIII, 
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y IX, ambos de la Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo para 

el Estado de Baja California Sur1. 

 

Además, afirma que antes de acudir ante esta sede jurisdiccional, 

debió agotar de manera previa, el recurso de reconsideración previsto en 

la Ley de Transporte para el Estado de Baja California Sur, que el 

demandante debió haber agotado el principio de definitividad, con el 

mencionado recurso. Lo anterior, es infundado. 

 

Ello es así, ya que atento a lo dispuesto por los artículos 23 y 

Tercero Transitorio, de la Ley de Procedimiento Administrativo para el 

Estado y los Municipios de Baja California Sur2 , y artículo 15, último 

párrafo de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Baja California Sur3, no constituye requisito de procedibilidad 

del juicio contencioso, agotar la instancia administrativa, por medio del 

recurso respectivo. 

 

De igual forma, el artículo 13, de la Ley de Procedimiento 

Contencioso Administrativo para el Estado de Baja California Sur 4 , 

 
1 ARTÍCULO 15.- Procede el sobreseimiento:  
I.- …;  
II.- Cuando durante el juicio aparezca o sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a que se refiere 
el artículo anterior; 
… 
ARTÍCULO 14.- Es improcedente el juicio ante el Tribunal en los casos, por las causales y contra los actos 
siguientes: 
I.- …; 
VII.- Cuando de las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no existe el acto impugnado;  
VIII.- Cuando hayan cesado los efectos del acto impugnado o éste no pueda surtir efecto legal o material 
alguno, y  
IX.- Los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición legal. 
 
2 ARTÍCULO 23.- A falta de un plazo específico de contestación o resolución, la providencia deberá dictarse 
y notificarse dentro de los treinta días hábiles siguientes a la fecha en que se haya presentado la promoción. 
Si las propias autoridades no notifican su decisión dentro de los plazos citados, se tendrán por desestimadas 
las pretensiones relativas y los interesados podrán interponer los recursos administrativos o instar ante el 
Tribunal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa en que pudieran incurrir los servidores públicos por 
su inactividad. 
TERCERO.- Se derogan las disposiciones que se opongan a lo establecido en esta Ley, en particular, los 
diversos recursos administrativos de las diferentes leyes y reglamentos administrativos en las materias 
reguladas por este ordenamiento; sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior. 
 
3 ARTÍCULO 15.- El Tribunal de Justicia Administrativa conocerá de los procedimientos contenciosos que se 
inicien en contra de los actos o resoluciones definitivos, dictados por autoridades administrativas o fiscales u 
organismos descentralizados de la Administración Pública del Estado y Municipios de Baja California Sur, 
que: 
… 
Para los efectos de este Artículo, las resoluciones se consideran definitivas cuando no admitan recurso 
administrativo o cuando la interposición de este sea optativa. 
4  ARTÍCULO 13.- Cuando las leyes y reglamentos establezcan algún recurso o medio de defensa 
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establece en favor de los demandantes, la potestad de elegir el recurso 

o medio de defensa a promover, es decir, agotar el recurso en sede 

administrativa o en acudir de manera directa a este Tribunal, por lo que 

no es necesario cumplir con el principio que refiere la autoridad 

demandada para la procedencia del juicio. 

 

Por lo anterior, es que a criterio de esta Segunda Sala resulta que 

no le asiste la razón a la demandada, motivo por el cual devienen de 

infundadas sus manifestaciones en relación con las causales invocadas 

en su escrito de contestación de demanda. 

 

En ese sentido, una vez analizadas las causales invocadas por la 

autoridad demandada DIRECCIÓN DE LA UNIDAD DE TRANSPORTE 

Y MOVILIDAD DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR, así como 

las demás causales de improcedencia y sobreseimiento contempladas 

en los artículos 14 y 15 de la Ley de Procedimiento Contencioso 

Administrativo para el Estado de Baja California Sur, y al no advertir la 

configuración de alguna de ellas, esta Segunda Sala determinó no 

sobreseer el presente juicio contencioso administrativo, y, en 

consecuencia, se procede con el estudio de la causa que nos ocupa. 

 

CUARTO: Análisis de los conceptos de impugnación. 

 

De forma previa, al estudio de los conceptos de impugnación, se 

considera oportuno señalar que el Tribunal de Justicia Administrativa 

del Estado de Baja California Sur, es un órgano autónomo e 

 
administrativo, será optativo para el particular agotarlo o intentar directamente el juicio contencioso ante el 
Tribunal. Ejercitada la acción ante este, se extinguirá el derecho para ocurrir a otro medio de defensa 
administrativo. 
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independiente de cualquier autoridad administrativa, dotado de plena 

jurisdicción en los asuntos que le competen, y que las resoluciones que 

emita, estarán siempre apegadas, entre otros, a los principios de 

legalidad, de máxima publicidad, respeto a los derechos humanos, 

verdad material, razonabilidad, proporcionalidad, y debido proceso; 

teniendo plena jurisdicción, como lo es en el presente asunto, de dirimir 

las controversias de carácter administrativo que se susciten entre las 

autoridades pertenecientes a la Administración Pública Estatal o 

Municipal, sus órganos descentralizados y los particulares o de 

aquellos con respecto a éstos, lo anterior, de conformidad a lo 

dispuesto en los artículos 1, 2, párrafo primero, fracción I, de la Ley 

Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Baja 

California Sur. 

 

Luego, este Tribunal, al ser de plena jurisdicción, que enmarca 

su espectro de actuación en determinar la legalidad o ilegalidad de los 

actos y/o resoluciones de las autoridades referidas, de acuerdo a las 

pretensiones que se deduzcan en el procedimiento establecido en la 

Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de 

Baja California Sur5, misma que regula el juicio que hoy nos ocupa, es 

necesario establecer que la materia de los asuntos que se ventilan en 

esta sede contenciosa son de legalidad. 

 

En otro orden de ideas, de acuerdo con el principio de economía 

procesal y toda vez que no existe disposición legal que obligue a este 

órgano jurisdiccional, no se realizará la transcripción de los conceptos de 

impugnación formulados por los demandantes, ya que para cumplir con 

los requisitos de congruencia y exhaustividad que exige el numeral 57 de 

Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de Baja 

 
5 Publicada el Boletín Oficial del Gobierno del Estado de Baja California Sur el 14 de mayo de 2018. 
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California Sur i 6 , basta que se precisen los puntos sujetos a debate, 

derivados del escrito inicial de demanda, así como del escrito de 

contestación de demanda, los cuales se analizan y se les da respuesta, 

tomando como sustento la jurisprudencia por contradicción 

2a./J.58/2010; con número de registro digital: 164618; visible en página 

830; tomo XXXI; mayo de 2010, Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación; Novena Época del Semanario de la Federación y 

su Gaceta, que a la letra dice: 

 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR 
CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD 
EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU 
TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X 
"De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro 
primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se 
advierte como obligación para el juzgador que transcriba los 
conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir 
con los principios de congruencia y exhaustividad en las 
sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los 
puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o 
del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da 
respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los 
planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente 
planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos 
distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe 
prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente 
arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las 
características especiales del caso, sin demérito de que para 
satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se 
estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad 
que efectivamente se hayan hecho valer.” 

 
6 ARTÍCULO 57.- Las sentencias del Tribunal se fundarán en derecho y resolverán sobre la pretensión del 
actor que se deduzca de su demanda, en relación con una resolución impugnada, teniendo la facultad de 
invocar hechos notorios.  
Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala que conozca del juicio, deberá 
examinar primero aquéllos que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana. En el caso de que la sentencia 
declare la nulidad de una resolución por la omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes, o por 
vicios de procedimiento, la misma deberá señalar en que forma afectaron las defensas del particular y 
trascendieron al sentido de la resolución.  
Las Salas que integran el Tribunal, podrán corregir los errores que adviertan en la cita de los preceptos que 
se consideren violados y examinar en su conjunto los agravios y causales de ilegalidad, así como los demás 
razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los 
hechos expuestos en la demanda y en la contestación. 
Tratándose de las sentencias que resuelvan sobre la legalidad de la resolución dictada en un recurso 
administrativo, si se cuenta con elementos suficientes para ello, el Tribunal se pronunciará sobre la legalidad 
de la resolución recurrida, en la parte que no satisfizo el interés jurídico del demandante. No se podrán anular 
o modificar los actos de las autoridades administrativas no impugnados de manera expresa en la demanda. 
En el caso de sentencias en que se condene a la autoridad a la restitución de un derecho subjetivo violado o 
a la devolución de una cantidad, el Tribunal deberá previamente constatar el derecho que tiene el particular, 
además de la ilegalidad de la resolución impugnada. 
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Resulta importante precisar que, del concepto de impugnación 

formulado, se estudiarán los planteamientos torales que controvierte, sin 

necesidad de atenderlos renglón por renglón; lo que no implica trastocar 

su derecho de defensa ni el principio de exhaustividad y congruencia de 

las sentencias o resoluciones definitivas, consagrados en el artículo 17 

constitucional, dado que éstos se satisfacen al estudiarse en su 

integridad, el problema materia de la litis en el presente asunto. Sirve de 

apoyo la tesis aislada 1a. CVIII/2007; con número de registro digital: 

172517; visible en página 793; tomo XXV; mayo de 2007, Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; Novena Época del 

Semanario de la Federación y su Gaceta, que a la letra dice: 

 
“GARANTÍA A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA COMPLETA 
TUTELADA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SUS 
ALCANCES. El derecho fundamental contenido en el referido 
precepto constitucional implica, entre otras cosas, el deber de los 
tribunales de administrar justicia de manera completa, en atención 
a los cuestionamientos planteados en los asuntos sometidos a su 
consideración, analizando y pronunciándose respecto de cada 
punto litigioso, sin que ello signifique que tengan que seguir el 
orden expuesto por las partes o que deban contestar argumentos 
repetitivos, pues los órganos encargados de dirimir las 
controversias están en aptitud de precisar las cuestiones a 
resolver, lo que puede o no coincidir con la forma o numeración 
adoptada en los respectivos planteamientos, y aunque no pueden 
alterar los hechos ni los puntos debatidos, sí pueden e incluso 
deben definirlos, como cuando la redacción de los escritos de las 
partes es oscura, deficiente, equívoca o repetitiva. Esto es, los 
principios de exhaustividad y congruencia de los fallos judiciales 
no pueden llegar al extremo de obligar al juzgador a responder 
todas las proposiciones, una por una, aun cuando fueran 
repetitivas, ya que ello iría en demérito de otras subgarantías 
tuteladas por el referido precepto constitucional -como las de 
prontitud y expeditez- y del estudio y reflexión de otros asuntos 
donde los planteamientos exigen la máxima atención y 
acuciosidad judicial, pues la garantía a la impartición de justicia 
completa se refiere únicamente a que los aspectos debatidos se 
resuelvan en su integridad, de manera que sólo deben examinarse 
y solucionarse las cuestiones controvertidas que sean necesarias 
para emitir la decisión correspondiente.” 

 

En ese sentido, para que las sentencias o resoluciones que se 
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emitan sean exhaustivas, de forma integral y completa, debe de analizar 

de manera pormenorizada las cuestiones o puntos litigiosos introducidos 

al juicio, sin omitir ninguno de ellos. Sirve de apoyo para arribar a la 

anterior determinación, el criterio contenido en la tesis: I.4º.C.2.K (10ª.); 

con registro número: 2005968; de la Décima Época; fuente: Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación; materia: Constitucional común; 

libro: 4; tomo II; de marzo de 2014; página 1772, que dice: 

 
“EXHAUSTIVIDAD. SU EXIGENCIA IMPLICA LA MAYOR 
CALIDAD POSIBLE DE LAS SENTENCIAS, PARA CUMPLIR 
CON LA PLENITUD EXIGIDA POR EL ARTÍCULO 17 
CONSTITUCIONAL. El artículo 17 constitucional consigna los 
principios rectores de la impartición de justicia, para hacer efectivo 
el derecho a la jurisdicción. Uno de estos principios es el de la 
completitud, que impone al juzgador la obligación de resolver 
todos los litigios que se presenten para su conocimiento en su 
integridad, sin dejar nada pendiente, con el objeto de que el fallo 
que se dicte declare el derecho y deje abierto el camino franco 
para su ejecución o cumplimiento, sin necesidad de nuevos 
procedimientos judiciales o administrativos. Para cumplir 
cabalmente con la completitud exigida por la Constitución, se 
impone a los tribunales la obligación de examinar con 
exhaustividad todas las cuestiones atinentes al proceso puesto en 
su conocimiento, y esto se refleja en un examen acucioso, 
detenido, profundo, al que no escape nada de lo que pueda ser 
significativo para encontrar la verdad sobre los hechos 
controvertidos, o de las posibilidades que ofrezca cada medio 
probatorio. El vocablo exhaustivo es un adjetivo para expresar 
algo que se agota o apura por completo. El vocablo agotar hace 
referencia a llevar una acción de la manera más completa y total, 
sin dejarla inconclusa ni en la más mínima parte o expresión como 
lo ilustra el Diccionario de la Lengua Española: "Extraer todo el 
líquido que hay en una capacidad cualquiera; gastar del todo, 
consumir, agotar el caudal de las provisiones, el ingenio, la 
paciencia, agotarse una edición; cansar extremadamente". Sobre 
el verbo apurar, el diccionario expone, entre otros, los siguientes 
conceptos: "Averiguar o desentrañar la verdad ahincadamente o 
exponerla sin omisión; extremar, llevar hasta el cabo; acabar, 
agotar; purificar o reducir algo al estado de pureza separando lo 
impuro o extraño; examinar atentamente". La correlación de los 
significados destacados, con miras a su aplicación al documento 
en que se asienta una decisión judicial, guía hacia una exigencia 
cualitativa, consistente en que el juzgador no sólo se ocupe de 
cada cuestión planteada en el litigio, de una manera o forma 
cualquiera, sino que lo haga a profundidad, explore y enfrente 
todas las cuestiones atinentes a cada tópico, despeje cualquier 
incógnita que pueda generar inconsistencias en su discurso, 
enfrente las diversas posibilidades advertibles de cada punto de 
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los temas sujetos a decisión, exponga todas las razones que tenga 
en la asunción de un criterio, sin reservarse ninguna, y en general, 
que diga todo lo que le sirvió para adoptar una interpretación 
jurídica, integrar una ley, valorar el material probatorio, acoger o 
desestimar un argumento de las partes o una consideración de las 
autoridades que se ocuparon antes del asunto, esto último cuando 
la sentencia recaiga a un medio impugnativo de cualquier 
naturaleza. El principio de exhaustividad se orienta, pues, a que 
las consideraciones de estudio de la sentencia se revistan de la 
más alta calidad posible, de completitud y de consistencia 
argumentativa.” 

 

Así también, atender lo que establece el principio de congruencia 

que implica el deber de pronunciarse sobre los aspectos discutidos, sin 

resolver fuera o más allá de lo controvertido y aportado por las partes. 

Apoya a lo anterior, la tesis: 1160; con registro número: 1013759; de la 

Novena Época; instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; fuente: 

Apéndice de 2011; materia(s): Administrativa, Común; Tomo V; Civil 

Segunda Parte – TCC Primera Sección, Civil Subsección 2 - Adjetivo; 

página 1296, que dice: 

 
“PRINCIPIO DE CONGRUENCIA. QUE DEBE PREVALECER 
EN TODA RESOLUCIÓN JUDICIAL. En todo procedimiento 
judicial debe cuidarse que se cumpla con el principio de 
congruencia al resolver la controversia planteada, que en esencia 
está referido a que la sentencia sea congruente no sólo consigo 
misma sino también con la litis, lo cual estriba en que al resolverse 
dicha controversia se haga atendiendo a lo planteado por las 
partes, sin omitir nada ni añadir cuestiones no hechas valer, ni 
contener consideraciones contrarias entre sí o con los puntos 
resolutivos.” 

 

Precisado lo anterior, se procede a realizar el estudio de los 

planteamientos contenidos en los conceptos de impugnación del escrito 

de demanda, lo manifestado por la demandada en su contestación, así 

como lo vertido en la ampliación de demanda, en la contestación a esta y 

en los alegatos, respecto de la resolución impugnada en el presente juicio. 

 

A).- Estudio de los conceptos de impugnación. 
 

En ese sentido, la demandante en su escrito inicial de demanda 
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(visible en fojas 002 a 011 de autos del expediente principal) manifestó 

que la resolución negativa ficta no se encuentra debidamente fundada y 

motivada, ya que transcurrió el plazo de treinta días hábiles a que hace 

referencia el articulo 23 y 24, de la Ley de Procedimiento Administrativo 

para el Estado y los Municipios de Baja California Sur7, para hacer del 

conocimiento las razones y fundamentos por los cuales se considera 

negada la petición. 

 

Que se encuentra configurada la resolución negativa ficta, ya que 

la falta de respuesta a una petición formulada por un particular o el 

silencio de la autoridad genera la presunción de que la autoridad hoy 

demandada resolvió negativamente la petición. 

 

Precisa que no se conocen los fundamentos y motivos para 

desestimar la solicitud planteada en el escrito de fecha cinco de octubre 

de dos mil veintidós. 

 

Por su parte, la autoridad demandada DIRECCIÓN DE LA 

UNIDAD DE TRANSPORTE Y MOVILIDAD DEL ESTADO DE BAJA 

CALIFORNIA SUR, en la contestación al escrito inicial de demanda 

(visible en fojas 067 a 121 de autos del expediente principal) señaló: 

 

La solicitud referida por la moral demandante le recayó el número 

 
7 ARTÍCULO 23.- A falta de un plazo específico de contestación o resolución, la providencia deberá dictarse 
y notificarse dentro de los treinta días hábiles siguientes a la fecha en que se haya presentado la promoción. 
Si las propias autoridades no notifican su decisión dentro de los plazos citados, se tendrán por desestimadas 
las pretensiones relativas y los interesados podrán interponer los recursos administrativos o instar ante el 
Tribunal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa en que pudieran incurrir los servidores públicos por 
su inactividad.  
ARTÍCULO 24.- La falta de respuesta o de resolución a las promociones de los interesados, hará presumir la 
Afirmativa o la Negativa Ficta; si dichas disposiciones no establecieron un plazo especifico, este será igual al 
señalado en el artículo anterior, exceptuándose solo cuando las disposiciones legales correspondientes lo 
establezcan de manera expresa. El silencio de las autoridades no excluye su deber de dictar contestación o 
emitir resolución expresa y/o en su caso, hacerlo en los términos del último párrafo del artículo 8º de la 
presente Ley. 
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de control interno *************************; y con fecha treinta y uno de 

octubre de dos mil veintidós, a través del oficio ********************, se 

emitió contestación a la petición que instauro la demandante, lo cual lo 

acredita con copia certificada que se anexa al capítulo correspondiente y 

acompaña a la presente contestación (visibles a fojas 074 y 142 de autos 

del expediente principal), no obstante, precisó que dicha resolución (con 

la que responde la solicitud) no ha sido notificada en virtud de que no ha 

sido posible su localización. 

 

Posteriormente, la parte demandante en su escrito de 

ampliación de demanda (visible a fojas 125 a 134 de autos), señaló en 

esencia lo siguiente:  

 

Respecto al primer concepto de impugnación formulado, en vía 

de ampliación de demanda, refiere que se violenta en su perjuicio, lo 

establecido en los artículos 52, 53, 54 y demás relativos de la Ley de 

Procedimiento Administrativo para el Estado y Municipios de Baja 

California Sur. 

 

Así lo estima, al afirmar que la autoridad demandada, no 

realizó el procedimiento tendiente a notificar la determinación 

contenida en el oficio número *******************, de fecha treinta y uno 

de octubre de dos mil veintidós, al señalar que supuestamente no ha 

sido posible la localización sin acreditar que realizó las diligencias 

correspondientes a la misma. 

 

No obstante que en el escrito de solicitud presentado el cinco 

de octubre de dos mil veintidós, se señaló el domicilio fiscal como 

el domicilio para oír y recibir notificaciones, así como teléfono y 

correo electrónico. 
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Luego entonces, alega que fue hecho del conocimiento de esa 

parte actora al momento de ser notificada la contestación a la 

demanda, esto es, el quince de junio de dos mil veintitrés, se 

encuentra indebidamente fundada y motivada.  

 

De ahí que se deba de tener como resolución impugnada 

(negativa expresa) la contenida en el oficio número *********************, 

de fecha treinta y uno de octubre de dos mil veintidós, solicitando que 

se decrete la nulidad lisa y llana y reconocer el derecho subjetivo a 

efecto de que ordene a la hoy demandada a que expida el permiso a 

que hace alusión el artículo 6°, del Reglamento de La Ley de 

Transporte para el Estado de Baja California Sur, lo anterior de 

conformidad con lo establecido en los artículos 57 y 59, fracciones II, 

III y IV, 60, fracción II y IV, inciso a), de la Ley del Procedimiento 

Contencioso Administrativo para el Estado de Baja California Sur. 

 

Respecto al segundo concepto formulado en vía de ampliación 

de demanda, sostiene que la resolución contenida en el oficio número 

********************, de fecha treinta y uno de octubre de dos mil 

veintidós, emitido por la autoridad hoy demandada, transgrede lo 

establecido en el artículo 8°, fracción V, de la Ley de Procedimiento 

Administrativo para el Estado y Municipios de Baja California Sur. 

 

Considera que se encuentra indebidamente fundada y 

motivada la razón por la cual resultó improcedente la autorización del 

permiso solicitado, ya que no señala expresamente la documentación 

que a su juicio considera idónea para resolver de forma procedente 
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la solicitud, que, en su caso, pudo requerir la exhibición de cualquier 

documento conforme a lo establecido en el artículo 42, de la Ley de 

Procedimiento Administrativo para el Estado y Municipios de Baja 

California Sur. 

 

Finalmente, refiere que la resolución impugnada no cumple con 

dichos requisitos, solo señala que no se cumple con la 

documentación idónea, sin señalar cual sería, así como los preceptos 

legales que sustentan su determinación, que existen los elementos 

suficientes para declarar la nulidad del oficio número 

************************, de fecha treinta y uno de octubre de dos mil 

veintidós, y previo la valoración de la documentación aportada por la 

suscrita al momento de solicitar el permiso, como la aportada en el 

presente medio de defensa, se ordene a la autoridad demandada a 

que expida el permiso a que hace referencia el artículo 6 del 

Reglamento de la Ley de Transporte para el Estado de Baja California 

Sur. 

 

Por su parte, la autoridad demandada en la contestación a la 

ampliación de demanda (visible a fojas 137 a 142 de autos), 

esencialmente refirió: 

 

Que contrario a lo manifestado por la demandante, sí se 

efectuaron diligencias tendientes a notificar la resolución contenida en el 

oficio número ***********************, de fecha treinta y uno de octubre de 

dos mil veintidós, emitido por dicha autoridad; que la ahora demandante, 

jamás preguntó o acudió a la Unidad de Transporte y Movilidad a 

notificarse de lo resuelto por esa autoridad administrativa, siendo ella a 

quien le interesaba obtener respuesta a su solicitud. Insiste en que se 

realizaron las diligencias tendentes a localizar a la entonces peticionante, 



 
DEMANDANTE: *************************. 
DEMANDADO: DIRECCIÓN DE LA 
UNIDAD DE TRANSPORTE Y 
MOVILIDAD DEL ESTADO DE BAJA 
CALIFORNIA SUR. 
EXPEDIENTE NÚMERO: 050/2023-
LPCA-II. 
 

17 
 

pero que no se tuvo éxito. 

 

Que la demandante carece de materia para instaurar el presente 

juicio, ya que el acto impugnado (resolución negativa ficta) fue atendida 

mediante el diverso oficio precisado en el párrafo anterior. 

 

Por último, en los alegatos presentados por la demandante, reiteró 

que para que la hoy demandada se encuentre en aptitud de expedir el 

permiso a que hace alusión el artículo 6°, del Reglamento de la Ley de 

Transporte para el Estado de Baja California sur, se requiere presentar la 

solicitud por escrito y, además: 

 

a) Acreditar personalidad. 

b) Ser concesionario de Autotransporte Federal. 

c) Acreditar el servicio de que se trata y que vaya a prestar en 

tramos de jurisdicción estatal y las características de este. 

 

Que no obstante haber presentado dicha información y otra, sin en 

el caso, aquella no resultaba idónea, no se le formuló requerimiento 

alguno relacionado con la documentación acompañada, sin embargo, con 

esa justificación, se negó la expedición del permiso solicitado. 

 

B).- Análisis de fondo. 
 

Es FUNDADO el SEGUNDO concepto de impugnación del escrito 

de ampliación de demanda y suficiente para DECLARAR LA NULIDAD 

LISA Y LLANA DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA en el juicio por lo 

siguiente. 
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En principio, la resolución negativa ficta materia del presente 

juicio, deriva de la solicitud contenida en el escrito de fecha cinco de 

octubre de dos mil veintidós, presentada ante la autoridad demandada 

(visible en fojas 021 a 023; y 075 a 077 dentro del expediente principal). 

 

Seguidamente, en el artículo 2°, fracción VII, de la Ley de 

Procedimiento Administrativo para el Estado y Municipios de Baja 

California Sur, establece lo que se entiende por negativa ficta, para lo 

cual se transcribe a continuación: 

 
“VII.- Negativa Ficta: Figura Jurídica por virtud del cual, ante la 
omisión de la autoridad de emitir una resolución de manera 
expresa, dentro de los plazos previstos por esta Ley o por 
ordenamientos jurídicos aplicables al caso concreto, se entiende 
que se actualiza la figura del silencio en sentido negativo;” 

 

Por su parte, los artículos 22, 23 y 24, de la Ley de Procedimiento 

Administrativo para el Estado y Municipios de Baja California Sur, 

establecen lo siguiente: 

 
“Artículo 22.- Las autoridades administrativas tienen la 
obligación de dar contestación o de resolver las promociones 
presentadas por los interesados dentro de los plazos 
establecidos por las Leyes respectivas. 

Artículo 23.- A falta de un plazo específico de contestación o 
resolución, la providencia deberá dictarse y notificarse dentro 
de los treinta días hábiles siguientes a la fecha en que se haya 
presentado la promoción. Si las propias autoridades no notifican 
su decisión dentro de los plazos citados, se tendrán por 
desestimadas las pretensiones relativas y los interesados podrán 
interponer los recursos administrativos o instar ante el Tribunal, sin 
perjuicio de la responsabilidad administrativa en que pudieran 
incurrir los servidores públicos por su inactividad. 

Artículo 24.- La falta de respuesta o de resolución a las 
promociones de los interesados, hará presumir la Afirmativa 
o la Negativa Ficta; si dichas disposiciones no establecieron un 
plazo especifico, este será igual al señalado en el artículo anterior, 
exceptuándose solo cuando las disposiciones legales 
correspondientes lo establezcan de manera expresa. 

El silencio de las autoridades no excluye su deber de dictar 
contestación o emitir resolución expresa y/o en su caso, hacerlo 
en los términos del último párrafo del artículo 8º de la presente 
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Ley.” 

(Énfasis propio) 

 

Del análisis de los artículos antes mencionados, se advierte que 

las autoridades administrativas tienen la obligación de emitir contestación 

o resolver lo peticionado o planteado por los particulares, por lo que, ante 

la omisión de emitir respuesta y notificarla dentro del plazo señalado, es 

decir, cuando las disposiciones legales no establezcan un plazo 

especifico, este será de treinta días hábiles siguientes a la fecha de 

presentada la solicitud, se entenderá como contestado en sentido 

negativo de manera ficta. 

 

Ahora bien, derivado del análisis de las constancias que obran 

dentro del presente expediente, se advierte la solicitud hecha por el 

demandante relativa al “permiso conforme a lo establecido en el artículo 

6°, del Reglamento de la Ley de Transporte del Estado de Baja California 

Sur” presentada ante la autoridad demandada DIRECCIÓN DE LA 

UNIDAD DE MOVILIDAD  TRANSPORTE DEL ESTADO DE BAJA 

CALIFORNIA SUR, con sello de recepción en fecha cinco de octubre 

de dos mil veintidós y la demanda en estudio se presentó el doce de 

abril de dos mil veintitrés (visible a fojas 002 a la 011 de autos del 

expediente principal) y toda vez que la ley de la materia no prevé un plazo 

específico para su atención, resulta evidente que transcurrió en exceso 

el plazo de treinta días hábiles para atender la solicitud. 

 

Es por lo antes mencionado que se configuró la resolución 

negativa ficta, toda vez que, no obra constancia que acredite haberse 

notificado la resolución emitida a la petición planteada, entendiéndose 
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esta como contestación tácita en sentido negativo. 

 

Por otra parte, con proveído de fecha doce de junio de dos mil 

veintitrés (visible a fojas 122 y 123 de autos del expediente principal) se 

tuvo al DIRECTOR DE LA UNIDAD DE TRANSPORTE Y MOVILIDAD 

DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR, 

contestando la demanda instaurada en su contra (visible en fojas 067 a 

121 de autos del expediente principal), de los anexos presentados, se 

advierte el oficio número ***********************, de fecha treinta y uno de 

octubre de dos mil veintidós, emitido por dicha autoridad, con el cual 

atendió solicitud relativa al permiso de transporte, y que, para pronta 

referencia se inserta la imagen correspondiente: 
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Dicho acto que constituye la resolución “negativa expresa” fue 

combatido conforme a los conceptos formulados en vía de ampliación de 

demanda, (visible a foja 125 a 134 de autos del expediente principal). 

Sirviendo de apoyo de forma análoga a lo expuesto en el párrafo que 

antecede, el criterio vertido en la jurisprudencia 2a./J. 26/95 con número 

de registro 200767, Novena Época, emitida por la Segunda Sala en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo II, Julio de 1995, 

visible en la página 77, que dice lo siguiente: 
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“NEGATIVA FICTA Y NEGATIVA EXPRESA EN MATERIA 
FISCAL, RECAIDAS A LA MISMA PETICION. SON 
RESOLUCIONES DIVERSAS CON EXISTENCIA PROPIA E 
INDEPENDIENTE PARA EFECTOS DEL SOBRESEIMIENTO EN 
EL JUICIO DE NULIDAD. Conforme al artículo 37 del Código 
Fiscal de la Federación, la resolución negativa ficta es el sentido 
de la respuesta que la ley presume ha recaído a una petición, 
instancia o recurso formulado por escrito por un particular, cuando 
la autoridad omite resolverlo en el plazo previsto por el citado 
numeral. Su objeto es evitar que el peticionario se vea afectado en 
su esfera jurídica ante el silencio de la autoridad que legalmente 
debe emitir la resolución correspondiente, de suerte que se rompa 
la situación de indefinición derivada de la abstención, pudiendo en 
consecuencia interponer los medios de defensa previstos por la 
ley, como lo es el juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal de la 
Federación; con ello, además, se propicia que la autoridad, en su 
contestación, haga de su conocimiento los fundamentos y motivos 
de esa resolución, teniendo de esta forma oportunidad de 
objetarlos. La configuración de la resolución negativa ficta, da al 
interesado el derecho de combatirla ante el órgano 
correspondiente del Tribunal Fiscal de la Federación, y si ya 
promovido el juicio de nulidad, la autoridad emite la resolución 
negativa expresa, que también es impugnada ante el mismo 
órgano jurisdiccional, éste debe pronunciarse respecto de ambas 
y no sobreseer respecto de la expresa aduciendo las causales de 
improcedencia establecidas en el artículo 202, fracciones III y XI, 
del Código Fiscal de la Federación, las que no operan por ser 
resoluciones diversas que tienen existencia jurídica propia e 
independiente una de la otra. De otro modo, en virtud del efecto 
del sobreseimiento -dejar las cosas como estaban-, se daría pauta 
a la autoridad para que en ejercicio de sus atribuciones coactivas, 
ejecutara la resolución expresa.” 
 

Si bien es cierto, en el caso, quedó acreditada la configuración de 

la resolución negativa ficta, atendiendo a la secuela del juicio, aquella 

sufrió un cambio en su naturaleza jurídica, dado que la autoridad, al 

exhibir la supuesta respuesta, en sentido negativo a la petición 

formulada, cambió a resolución negativa expresa, resultando valido 

analizar los conceptos de impugnación formulados en su contra. 

 

En ese sentido, la autoridad demandada al emitir la resolución 

*********************, de fecha treinta y uno de octubre de dos mil 

veintidós, con la cual atendió solicitud relativa al permiso de transporte, 

previsto en la legislación reglamentaria, esencialmente negó la solicitud 

por: “…Toda vez que no adjuntó a su petitoria documental idónea 
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para resolver de forma procedente...”, sin embargo, no señala de 

manera fundada cual es documentación requerida, tampoco se advierte, 

pronunciamiento alguno de la documentación que anexó el promovente a 

su solicitud, lo que evidentemente constituye un vicio de ilegalidad, 

previsto en los artículos 1°, primer y segundo párrafo, 8°, fracción V, de la 

Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado y los Municipios de 

Baja California Sur8. 

 

Ello así se desprende del cúmulo de constancias agregadas al 

presente asunto a las cuales se le concede valor probatorio pleno de 

conformidad con el artículo 53, párrafo primero, fracción I, de la citada ley 

en la materia y de aplicación supletoria con los artículos 275, 278, 282, 

286 fracciones II, IX y X del Código de Procedimientos Civiles para el 

Estado de Baja California Sur, de las cuales, resalta de manera particular: 

 

1.- El original del escrito libre recibido con fecha cinco de octubre 

de dos mil veintidós, por la autoridad demandada, en donde acompañó 

la documentación ahí mismo descrita (cotejada con su original) y que 

también anexó a los autos del presente juicio, y; 

 

2.- EL original del oficio ******************** de fecha catorce de 

noviembre de dos mil veintitrés, emitido por DIRECCIÓN DE LA UNIDAD 

 
8 ARTÍCULO 1º.- Las disposiciones de esta Ley son de orden e interés público y se aplicarán a los actos, 
procedimientos y resoluciones de la Administración Pública Estatal y Municipal del Estado de Baja California 
Sur, emitidas de oficio o a petición de parte, sin perjuicio de las que regulen directamente el acto administrativo 
de que se trate y no se contraponga a la presente Ley. 
El presente ordenamiento también se aplicará a los organismos descentralizados y desconcentrados de la 
Administración Pública Paraestatal y Paramunicipal, respecto de sus actos de autoridad, a los servicios que 
el Estado o el Municipio preste de manera exclusiva, y a los contratos que los particulares solo puedan 
celebrar con el mismo o que afecten la esfera jurídica de los particulares. 
 
ARTÍCULO 8º.- Son elementos y requisitos de validez del acto administrativo los siguientes: 
… 
V.- Estar fundado y motivado; 
… 
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DE TRANSPORTE Y MOVILIDAD DEL ESTADO DE BAJA 

CALIFORNIA SUR (foja 147), de cuyo contenido medular se advierte: 

 
“…Los requisitos estrictamente indispensables para que esta 
autoridad que represento este en posibilidades de autorizar el 
Permiso a que se refiere el artículo 6 del Reglamento de La Ley 
de Transporte para el Estado de Baja California Sur, lo es que, el 
recurrente debe; 

- Acreditar Personalidad; 

- Ser Concesionario del Autotransporte Federal; y 

- Acreditar el servicio de que se trate y que vaya a prestar en 
tramos de jurisdicción estatal y las características de este. 

Aunado a que dicha solicitud debe ser presentada físicamente 
ante esta autoridad previamente a la actividad que vaya a 
prestar...” 

 

Por su parte, el artículo 6°, del Reglamento de la Ley de Transporte 

para el Estado de Baja California Sur, establece: 

“Artículo 6º.- Los concesionarios del autotransporte federal, a 
efecto de estar en posibilidad de prestar el servicio de que se trate 
en los tramos de jurisdicción estatal, deberán contar con el 
permiso correspondiente expedido por la ''Dirección''.” 

 

Luego entonces, con meridiana claridad la autoridad demandada 

de manera injustificada y arbitraria, no resolvió de forma procedente a lo 

solicitado, no obstante que, a juicio del suscrito, el hoy demandante 

cumple con los requisitos exigidos para la obtención del aludido permiso. 

 

En efecto, la solicitante hoy demandante, mediante escrito libre 

presentado el cinco de octubre de dos mil veintidós, ante la DIRECCIÓN 

DE LA UNIDAD DE TRANSPORTE Y MOVILIDAD DEL ESTADO DE 

BAJA CALIFORNIA SUR, solicitó el otorgamiento del permiso que 

refiere el artículo 6°, del Reglamento de la Ley de Transporte para el 

Estado de Baja California Sur, con la finalidad de estar en la 

posibilidad de prestar el servicio público de autotransporte federal 

de turismo en su modalidad de transportación turística de lujo o sus 
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equivalentes acorde a la legislación del Estado en los tramos de 

jurisdicción estatal; luego, para acreditar que hasta esa fecha cumplía 

con los requisitos para su otorgamiento, exhibió: 

 

DENOMINACIÓN Y PERSONALIDAD: 

***************************************************, acreditada con la Escritura 

Pública número ********, Libro ****, Folio ********* al ********, de fecha 11 

de enero de 2007, pasada ante la fe del Licenciado 

*************************, Notario Público número 11, en el Estado de Baja 

California Sur. 

 

CONCESIONARIO DE AUTOTRANSPORTE FEDERAL: Se 

acreditó con el permiso para la operación y explotación de los servicios 

de autotransporte federal de turismo en caminos y puentes de jurisdicción 

federal número **************************** de fecha 12 de septiembre de 

2002, expedido por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, así 

como aquella unidad “incluida” al permiso, que se describe a 

continuación: 

VEHÍCULO 1: Permiso número *********************************** 
con Tarjeta de circulación número *********** de fecha 27 de octubre de 
2016. 

 
VEHÍCULO 2: Permiso número ************************************** 

con Tarjeta de circulación número *********** de fecha 13 de noviembre 
de 2017. 

 

ACREDITAR EL SERVICIO DE QUE SE TRATE Y QUE VAYA A 

PRESTAR EN TRAMOS DE JURISDICCIÓN ESTATAL Y LAS 

CARACTERISTICAS DE ESTE: Se demuestra con el escrito de solicitud 

presentado el cinco de octubre de dos mil veintidós y las diversas 

documentales acompañadas, como lo es entre otras la propia Escritura 
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Pública número 33,824, Libro 1015, Folio 77899 al 77900, de fecha 11 de 

enero de 2007, pasada ante la fe del Licenciado 

*******************************, Notario Público número 11, en el Estado de 

Baja California Sur. 

 

En ese sentido, resulta inconcuso advertir, que la resolución 

contenida en el oficio *****************, de fecha treinta y uno de octubre 

de dos mil veintidós, emitido por la DIRECCIÓN DE LA UNIDAD DE 

TRANSPORTE Y MOVILIDAD DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 

SUR, con la que se negó solicitud relativa al permiso de transporte, carece 

los requisitos mínimos de fundamentación y motivación que todo acto 

administrativo debe reunir, en términos de lo dispuesto por los artículos 

1°, primer y segundo párrafo,  y 8, fracción V, de la Ley de 

Procedimiento Administrativo para el Estado y Municipios de Baja 

California Sur, en relación con el artículo 16 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Con base en lo expuesto, se declara LA NULIDAD LISA Y 

LLANA, para el EFECTO de que dentro del plazo cuatro meses, 

contados a partir de que la presente sentencia quede firme, la autoridad 

demandada DIRECCIÓN DE LA UNIDAD DE TRANSPORTE Y 

MOVILIDAD DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR, con 

fundamento en el artículo 60, fracción IV, inciso a), de la Ley de 

Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de Baja 

California Sur, EMITA Y ENTREGUE EL PERMISO EN LOS TÉRMINOS 

SOLICITADOS, debiendo exhibir las documentales respectivas con las 

que así lo acredite. 

 

Por último y en vista de la trascendencia de lo aquí resuelto, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 76, último párrafo, de la Ley 
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de Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de Baja 

California Sur, se ordena notificar de manera personal a las partes, con 

testimonio de la presente resolución. 

 

Por lo anteriormente expuesto, no habiendo otro asunto por 

desahogar y con fundamento en los artículos 56, 57, 59 fracción IV y 60 

fracción IV, inciso a), de la Ley de Procedimiento Contencioso 

Administrativo para el Estado de Baja California Sur, se: 

 

R E S U E L V E: 
 

PRIMERO: Esta Segunda Sala es COMPETENTE para tramitar y 

resolver en definitiva el presente juicio, de conformidad al considerando 

PRIMERO de esta resolución. 

 

SEGUNDO: NO SE SOBRESEE EL PRESENTE JUICIO por los 

fundamentos y motivos expuestos en el considerando TERCERO de esta 

resolución. 

 

TERCERO: Se declara la NULIDAD de la resolución impugnada 

por los fundamentos y motivos expuestos; para los EFECTOS precisados 

en el considerando CUARTO de la presente resolución. 

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE personalmente a las partes con 

testimonio de la presente resolución. 
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Así lo resolvió y firma el Licenciado Ramiro Ulises Contreras 

Contreras, Magistrado Instructor de la Segunda Sala del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur, ante el 

Licenciado Érick Omar Chávez Barraza, Secretario de Estudio y Cuenta 

con quien actúa y da fe.  Doy fe. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

 

- - - - - - - - - - - - - -- - - - Dos Firmas ilegibles.- - - - - - - - - - - - - - - - - - -      

Esta Segunda Sala del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Baja California Sur, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 28, 

29 fracciones III y IV, 106, 112 fracción III, 113 Y 119 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Baja 

California Sur; artículos 1 y 3, fracciones VIII y IX, de la Ley de Protección 

de datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados para el Estado 

de Baja California Sur; así como, el Lineamiento Séptimo fracción I y 

Lineamiento Trigésimo Octavo fracciones I y II, y Cuadragésimo de los 

Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación 

de la Información, para la Elaboración de Versiones Públicas; indica que 

fueron suprimidos de la versión pública de la presente sentencia el 

nombre de las partes y el de los terceros ajenos a juicio. Información 

considerada legalmente como confidencial, por actualizar lo señalado en 

dichos supuestos normativos. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
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